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REMATE DE BIEN / ACCIONANTE NO HA PRESENTADO SOLICITUD AL JUEZ / NO SE AGOTARON LOS RECURSOS / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / IMPROCEDENCIA. “Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales arriba señalados, por la inconformidad que le causa al accionante el hecho de que se haya ordenado el remate del bien de su propiedad, sobre el que pesa un gravamen hipotecario a favor del Banco Agrario, como quiera que no pudo contratar servicios profesionales para la asistencia judicial del caso, tanto más cuando ha sido calificado con pérdida de capacidad laboral en un 72.15% y no se le reconoce el pago de la indemnización respectiva; además, se subastará el predio por una suma que no alcanzará a cubrir el valor al que actualmente asciende la obligación demandada y el crédito adquirido fue por una cantidad inferior al avalúo dado al bien. (…) En el caso presente, y sin que pueda servir de excusa el hecho de que no contaba con los medios para contratar una defensa judicial dentro del proceso hipotecario seguido en su contra, como quiera que a su alcance tenía la opción de solicitar un abogado en amparo de pobreza, se tiene que al momento de ser notificado del mandamiento de pago no propuso excepción alguna, ni interpuso recursos frente a la resolución del Juzgado de llevar a cabo la almoneda, ocasiones en las cuales pudo discutir la situación que ahora, de manera directa, resalta, para tratar de desdeñar el trámite hasta ahora surtido en la ejecución. Es más, el accionante no ha intentado poner al alcance del Juzgado el vehemente reclamo que efectúa por medio de esta acción, para procurar del mismo un pronunciamiento acerca de la terminación del proceso. Es decir, que no ha planteado los hechos que le sirven ahora de soporte, pudiendo hacerlo. Así que no está bien que se soslaye ese trámite, valiéndose de este especial mecanismo, buscando del órgano constitucional que obligue al juez natural a disponer un pago en favor de un ejecutado de la manera como se advierte, cuando es ese funcionario el llamado a revisar, con fundamento en los mismos supuestos fácticos y jurídicos que ahora se plantean, si la solicitud del caso se ajusta a derecho. Es claro, entonces, que en este caso se cumple la regla de la subsidiariedad señalada en el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, como causal de improcedencia, si se tiene en cuenta, además, que la acción de tutela no ha sido diseñada para revivir términos que han precluido sin un ejercicio adecuado de los mismos por el interesado en la protección, como tampoco se erige en una instancia adicional, que pueda remediar el silencio del afectado frente a todos los recursos o peticiones que en su momento pudo interponer.”. 
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Decide la Sala la acción de tutela promovida por Óscar Evelio Montes Hoyos contra el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría y el Banco Agrario de Colombia S, a la que fue vinculada María Victoria Sánchez Peláez. 

ANTECEDENTES

Óscar Evelio Montes Hoyos, quien actúa en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, en la que aduce la violación de los derechos fundamentales”a la vida digna, igualdad, hábeas data, salud, mínimo vital, dignidad humana, integridad personal”.
   



Narró, en síntesis, que junto con su exesposa tienen la propiedad del bien inmueble rural, denominado Estambul, identificado con el folio número 293-23576, de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría (Risaralda), sobre el que pesa una hipoteca a favor del Banco Agrario de Colombia SA, inscrita desde febrero del año 2008; por su estado de salud, fue calificado con una pérdida de capacidad laboral de 72,15%, estructurada en diciembre 15 de 2015; desde el 18 de marzo de esa misma anualidad, la citada entidad financiera inició proceso ejecutivo hipotecario por mora en el pago de las obligaciones contraídas, que cursa en el Juzgado accionado; debido a su difícil situación económica y la crisis psicológica por la separación de su esposa, no tuvo como sufragar los gastos de honorarios para la defensa de sus intereses y la finca se encuentra actualmente abandonada; se señaló fecha de remate para el día 15 de diciembre; en la actualidad vive con una hermana y deriva su sustento de un cultivo de aguacate, con lo cual cubre sus gastos principales. El Juzgado aprobó el avalúo del bien que presentó el banco y ascendió a la suma de $301’400.000,oo; la liquidación del crédito fue aprobada en la suma de $265’896.554 y el predio saldrá a remate en la suma de $210’980.000, por lo que quedará debiendo al banco más de $55’000.000 y el valor prestado fue de $172’000.000; nunca se le realizó examen médico para aprobar o no el seguro. Finalmente, dice, constituye un abuso del banco no aceptar su calificación de invalidez.
    



Pidió, por consiguiente, el amparo de los derechos implorados, que se ordene al Juzgado suspender la diligencia de remate y al Banco Agrario el pago de la reclamación de la póliza de seguros por invalidez.

  



Se dispuso el trámite de rigor con la vinculación de María Victoria Sánchez y se concedió el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa, a la vez que se decretaron pruebas y como medida provisional, se ordenó la suspensión de la diligencia de remate que se programó dentro del asunto de que da cuenta la acción de tutela.
 



La funcionaria accionada indicó que los ejecutados omitieron proponer excepciones luego de que fueron notificados, ni interpusieron recurso alguno frente al auto que ordenó llevar a cabo la subasta del bien gravado con hipoteca; tampoco obra constancia acerca de que Montes Hoyos hubiese elevado solicitud, tendiente a la efectividad de seguro de invalidez y el 12 de diciembre de 2016, por medio de apoderado, dicho ejecutado presentó solicitud de nulidad del proceso, la cual está pendiente de trámite. Por su parte, el representante del Banco Agrario de Colombia SA, señaló que no ha conculcado ningún derecho fundamental al actor y es inconcebible que quiera evadir las responsabilidades crediticias. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales arriba señalados, por la inconformidad que le causa al accionante el hecho de que se haya ordenado el remate del bien de su propiedad, sobre el que pesa un gravamen hipotecario a favor del Banco Agrario, como quiera que no pudo contratar servicios profesionales para la asistencia judicial del caso, tanto más cuando ha sido calificado con pérdida de capacidad laboral en un 72.15% y no se le reconoce el pago de la indemnización respectiva; además, se subastará el predio por una suma que no alcanzará a cubrir el valor al que actualmente asciende la obligación demandada y el crédito adquirido fue por una cantidad inferior al avalúo dado al bien.
 Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, esta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental000 y (vii) violación directa a la constitución.  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
 



De frente a ese derrotero, sin desconocer las dificultades por las que pueda atravesar en la actualidad el accionante, lo cierto es que pasa por alto que la acción de tutela, por su naturaleza misma, es residual, y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas.

 



En el caso presente, y sin que pueda servir de excusa el hecho de que no contaba con los medios para contratar una defensa judicial dentro del proceso hipotecario seguido en su contra, como quiera que a su alcance tenía la opción de solicitar un abogado en amparo de pobreza, se tiene que al momento de ser notificado del mandamiento de pago no propuso excepción alguna, ni interpuso recursos frente a la resolución del Juzgado de llevar a cabo la almoneda, ocasiones en las cuales pudo discutir la situación que ahora, de manera directa, resalta, para tratar de desdeñar el trámite hasta ahora surtido en la ejecución. 

 



Es más, el accionante no ha intentado poner al alcance del Juzgado el vehemente reclamo que efectúa por medio de esta acción, para procurar del mismo un pronunciamiento acerca de la terminación del proceso. Es decir, que no ha planteado los hechos que le sirven ahora de soporte, pudiendo hacerlo. 
Así que no está bien que se soslaye ese trámite, valiéndose de este especial mecanismo, buscando del órgano constitucional que obligue al juez natural a disponer un pago en favor de un ejecutado de la manera como se advierte, cuando es ese funcionario el llamado a revisar, con fundamento en los mismos supuestos fácticos y jurídicos que ahora se plantean, si la solicitud del caso se ajusta a derecho.

  



Es claro, entonces, que en este caso se cumple la regla de la subsidiariedad señalada en el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, como causal de improcedencia, si se tiene en cuenta, además, que la acción de tutela no ha sido diseñada para revivir términos que han precluido sin un ejercicio adecuado de los mismos por el interesado en la protección, como tampoco se erige en una instancia adicional, que pueda remediar el silencio del afectado frente a todos los recursos o peticiones que en su momento pudo interponer. 
  



Más aún. El mismo día de promoción de la tutela se elevó una solicitud de nulidad de todo lo actuado en el proceso ejecutivo (f. 44 a 46), por lo que sería inadecuado que el juez constitucional interviniera anticipadamente, sin esperar el pronunciamiento del juez ordinario. 
    



Por esta misma senda y como quiera que la cuestión se circunscribe al proceso ejecutivo con garantía hipotecaria, el resultado es el mismo frente al Banco Agrario de Colombia SA, toda vez que no ha contado con la oportunidad de defender su causa, respecto del reclamo aquí impetrado, dentro del proceso mismo, habida cuenta del silencio que sobre el particular ha guardado el accionante, según se ha indicado y, por consiguiente, es inviable que se le achaque la trasgresión que se denuncia en su contra, mucho menos cuando ha realizado gestiones ante la aseguradora respectiva para hacer efectiva la póliza vida grupo deudores, con resultados, de momento, infructuosos, como se muestra en el documento de folio 56. 




Por consiguiente, no queda alternativa diversa a la de declarar la improcedencia anunciada. 





Se absolverá a la vinculada, por no hallar de su parte trasgresión alguna respecto de los derechos que se reclaman.

  


 
 DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Óscar Evelio Montes Hoyos contra el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría y el Banco Agrario de Colombia SA.

Se absuelve a la vinculada María Victoria Sánchez Peláez.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA   
� Sentencia C-543-92
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